El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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Accionados:     
SECRETARÍA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL DE DOSQUEBRADAS Y OTROS
Proceso:                
Acción de Tutela – Declara incompetencia y remite a los jueces municipales

Magistrado Ponente: 
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Temas: 


ENTIDADES DEL ORDEN MUNICIPAL / COMPETENCIA DE LOS JUECES MUNICIPALES. “[L]os hechos de la demanda involucran exclusivamente a la Secretaría de Educación Municipal de Dosquebradas y a la Rectoría del Colegio de Nuestra Señora de Guadalupe de esa localidad, y aunque se dirige también contra el Ministerio de Educación Nacional, no hay cómo deducir que por acción u omisión esa entidad haya lesionado los derechos cuya protección reclama el promotor de la acción, quien ni siquiera le ha elevado solicitud alguna ni realizado algún trámite ante él. Estima por tanto la Sala que frente al citado Ministerio existe solo una vinculación aparente que no justifica entonces que de la acción constitucional resulte conociendo un funcionario sin competencia para hacerlo. De acuerdo con lo expuesto, este Tribunal es incompetente para conocer de la acción instaurada; lo es un juzgado municipal, de conformidad con el inciso 3º, numeral 1°, artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, según el cual a esos funcionarios les serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, las acciones de tutela que se interpongan contra entidades del orden municipal, categoría de la que participan la referida institución educativa y la Secretaría de Educación demandada.”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA


Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, febrero nueve (9) de dos mil diecisiete (2017)

Expediente No. 66001-22-13-000-2017-00065-00
1. El señor Nelson Mejía, en representación de su hijo Emmanuel Mejía Álvarez, interpuso acción de tutela contra el Ministerio de Educación Nacional, la Alcaldía de Dosquebradas y la Secretaría de Educación Municipal de esa localidad.

2. Considera lesionados los derechos de los niños, la educación y la igualdad. Para su protección, solicita se ordene: a) al Secretario de Educación Municipal que autorice el regreso de su hijo y de sus compañeros de clase a la sede central del Colegio Guadalupe; b) a ese funcionario y al Rector de dicha institución educativa que se abstengan de trasladar al nuevo grupo de tercero de primaria a otros planteles educativos u otras sedes, salvo que los padres accedan a ello y c) que dichos funcionarios ofrezcan disculpas públicas a los menores y a sus padres por los daños de que fueron víctimas por el traslado a los salones de la parroquia de Guadalupe y den garantía de no repetición. 
3. Como sustento de tales súplicas, en breve síntesis, expresó que cuando matriculó a su hijo en el Colegio de Nuestra Señora de Guadalupe de Dosquebradas, lo hizo con el convencimiento de que se le iban a prestar el servicio educativo en la sede central de esa institución, la cual reúne condiciones óptimas para ese proceso académico. Sin embargo, el curso en que se halla fue trasladado, sin consulta previa, a unos salones de la parroquia que no están adecuados para ese fin y la zona de recreo disponible es un parque abierto que, por tanto, carece de mínimas medidas de seguridad; dicha reubicación fue ordenada por la “imposición de unos padres… y el rector del Colegio”; con ocasión a una solicitud elevada por 73 padres de familia, ante el Alcalde Municipal, el Secretario de Educación y el Jefe de Grupo, se produjo una reunión en la que dicho Secretario y el Rector del Colegio se negaron a acceder a la reubicación.      

4. La demanda correspondió al Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas que por auto de 8 de los corrientes consideró que no era competente para conocerla, en razón a que se dirige, entre otros, contra el Ministerio de Educación Nacional. Por tanto, de ella debían conocer los Magistrados de este Tribunal Superior.
5. Sin embargo, de lo hasta aquí dicho se advierte que los hechos de la demanda involucran exclusivamente a la Secretaría de Educación Municipal de Dosquebradas y a la Rectoría del Colegio de Nuestra Señora de Guadalupe de esa localidad, y aunque se dirige también contra el Ministerio de Educación Nacional, no hay cómo deducir que por acción u omisión esa entidad haya lesionado los derechos cuya protección reclama el promotor de la acción, quien ni siquiera le ha elevado solicitud alguna ni realizado algún trámite ante él. 

6. Estima por tanto la Sala que frente al citado Ministerio existe solo una vinculación aparente que no justifica entonces que de la acción constitucional resulte conociendo un funcionario sin competencia para hacerlo.

7. De acuerdo con lo expuesto, este Tribunal es incompetente para conocer de la acción instaurada; lo es un juzgado municipal, de conformidad con el inciso 3º, numeral 1°, artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, según el cual a esos funcionarios les serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, las acciones de tutela que se interpongan contra entidades del orden municipal, categoría de la que participan la referida institución educativa y la Secretaría de Educación demandada.

En consecuencia, se declarará esta Sala incompetente para asumir el conocimiento de la acción de tutela frente a las entidades que realmente deben ser convocadas a este proceso y se ordenará remitir las diligencias para el reparto entre los jueces municipales de esta ciudad.

Lo anterior, para evitar futuras nulidades, tomando como referente el precedente de la Corte Suprema de Justicia que en sede de tutela ha dicho: 

“A pesar de que en la actuación constitucional de primera instancia se admitió la solicitud de resguardo en contra el Ministerio del Trabajo, la Sala advierte que a dicha entidad no le fue endilgada la vulneración alegada en el amparo, pues de la lectura del líbelo se extrae que la queja se le enrostra a la Institución Educativa mencionada a espacio porque no les enteró de la iniciación de la mesa de negociación en comento.

Sobre este tópico la jurisprudencia de la Sala ha sostenido que «(…) [t]éngase en cuenta, como lo ha precisado esta Corporación, que si bien el numeral primero, in fine, del citado artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, establece que cuando la tutela ‘se promueva contra más de una autoridad y éstas sean de diferente nivel, el reparto se hará al juez de mayor jerarquía’, tal previsión, así se considere aplicable a lo preceptuado en el numeral 2 ibídem, debe emplearse para aquellos casos en que haya una real y directa conexidad en las actuaciones de las diferentes autoridades que se cuestionan, de tal manera que no puede operar para una mera acumulación de peticiones contra varios sujetos accionados, porque de lo contrario, so capa de la disposición, podrían desvirtuarse las reglas de reparto de las tutelas previstas en el decreto, con el simple hecho de incluir como demandadas a autoridades de distintos grados (…)» (CSJ SC, 6 jun. 2002 Rad. 020135, y 19 jun. 2002 Rad. 00196).

2. Teniendo en cuenta lo anterior, de conformidad con lo preceptuado en el numeral 1°, inciso tercero, del artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, cuando la tutela se dirige contra «(…) cualquier autoridad pública del orden Distrital o municipal y contra particulares (…)», son los Jueces Municipales los competentes, razón por la cual se declarará la nulidad de lo actuado, a partir del auto admisorio, inclusive.”

8. Esta Sala no desconoce el contenido del auto 124 de 2009 proferido por la Corte Constitucional que impuso como obligación a los funcionarios judiciales avocar el conocimiento de esta clase de acciones y les impide declararse incompetentes cuando de aplicar las reglas de reparto se trata; sin embargo, comparte el criterio de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en relación con la competencia que deben tener los jueces para conocer de las acciones de tutela, el que aún se mantiene
. 

Además, por mandato del artículo 230 de la Constitución Política, los jueces están sometidos al imperio de la ley y por ende, no están obligados por ningún precepto jurídico a acoger, sin posibilidad de crítica ni discernimiento, el criterio plasmado por la Corte Constitucional en el último auto citado, del que respetuosamente esta Sala se aparta, con fundamento en las providencias de la Corte Suprema de Justicia citadas, que encuentran sustento en la normatividad jurídica.

En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

R E S U E L V E

1º Declararse incompetente para conocer de la acción de tutela propuesta por el señor Nelson Mejía, en representación de su hijo Emmanuel Mejía Álvarez, contra la Alcaldía de Dosquebradas y la Secretaría de Educación Municipal de esa localidad.

2º Remítanse las diligencias al reparto de los jueces municipales de Dosquebradas.

3º Notifíquese esta decisión al promotor de la acción por el medio más eficaz y dese cuenta de la misma al Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas.

Notifíquese y cúmplase, 

La Magistrada,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� Sala de Casación Civil, auto de 6 de abril de 2015, Magistrado Ponente: Jesús Vall de Rutén Ruiz, expediente No. 13001-22-21-000-2015-00019-01. 


� Ver por ejemplo autos del 30 de abril de 2010, MP. Dr. Arturo Solarte Rodríguez; del 5 de julio de 2011, MP. Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez; del 8 de febrero de 2013, MP. DR. Arturo Solarte Rodríguez; del 19 de agosto de 2014 y del 6 de febrero de 2015, MP. Dra. Margarita Cabello Blanco.
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